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Guerreros Civiles
Personal no Militar en el Campo de Batalla
Teniente Coronel Lynn R. Sylmar, USAF

Introducción
Tres vehículos militares se dirigen por un camino de tierra en las afueras de Basora, Irak. El 

agente especial de la Oficina de Investigaciones Especiales de la Fuerza Aérea (AFOSI) Jill Tho-
mas,1 empleada civil del Departamento de Defensa (DOD), viaja junto a otro agente y varios 
militares. Los miembros del equipo, que llevaban puestos uniformes para el desierto y equipos 
protectores militares, iban a recoger a una persona sospechosa de colaborar con al-Qaeda en su 
casa. La AFOSI es responsable de reunir inteligencia en el área y trata de recoger computadoras, 
documentos o información localizada en el hogar de la persona sospechosa después de que los 
operadores especiales militares le detengan. A medida que se acercaban a la casa, les empezaron 
a disparar con armas de fuego pequeñas. Esperaban cierta resistencia, pero no de esta magnitud.

Una explosión vuelca el primer vehículo. El personal del vehículo se recupera rápidamente y 
el convoy trata de retirarse. El agente Thomas resulta herido en el intercambio, pero entendía 
cuáles eran los peligros de estar en una zona de combate. Como agente federal, esperaba que la 
dispararan, pero en una zona de combate, ¿era una combatiente? Resultó informada por un 
auditor general del Ejército (JAG) que era una civil y que legalmente no podía ser blanco del 
enemigo—a menos que participara en las hostilidades. Se preguntó por primera vez lo que sig-
nificaba eso y cómo esperaba que el enemigo la distinguiera de los combatientes del vehículo. 
En el caso de que fuera capturada, ¿a qué protecciones tenía derecho?

La tarjeta de identificación del Departamento de Defensa de Jill indica que es una civil. Según 
la ley internacional, la condición de civil la protege contra los ataques directos del enemigo. No 
obstante, se parece a cualquier otro miembro del equipo. Lleva puesto un uniforme militar, 
equipos protectores militares y tiene un arma. Además, como agente de AFOSI, interroga a per-
sonas sospechosas de pertenecer a al-Qaeda, lleva a cabo actividades de inteligencia humana 
(HUMINT) y se comporta como escolta de seguridad—funciones que tradicionalmente han 
sido llevadas a cabo por militares. Basándose en su conducta, ¿la seguirán considerando sus cap-
tores como civil, o se había convertido de alguna forma en una combatiente ilegal?

Antecedentes del problema
La presencia de personal no militar en el campo de batalla no es nueva; han apoyado a los 

militares en todas las guerras importantes de la historia de EE.UU. Durante la Guerra Revolucio-
naria, se utilizaron ampliamente en funciones de suministro,2 y más tarde durante la Guerra de 
1812, completaron la mayor parte de la mano de obra en el campo bajo el mando y control 
completos de los militares.3 Hacia 1908, los militares tenían suficiente personal y conocimientos 
en el servicio armado para apoyarse.4 No obstante, durante la PGM y la SGM, números inadecua-
dos de personal necesitaron una vez más la ayuda de personas no militares para apoyar y sostener 
las fuerzas de combate.5

En 1973, el Departamento de Defensa adoptó una política de integración total de las fuerzas. 
La política ordenó a las fuerzas armadas que integraran por completo a los empleados no mili-
tares en el esfuerzo de la defensa nacional.6 No obstante, no fue hasta el final de la Guerra Fría, 
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cuando las limitaciones de recursos y presupuestos forzaron las reducciones dramáticas de la 
fuerza activa.7 Como respuesta a la mayor disponibilidad de dinero, el Departamento de Defensa 
empezó a utilizar a personas no militares para mantener listo al personal de operación con un 
menor número de miembros de servicio activo.8

La mayor dependencia del Departamento de Defensa en tecnologías y armas avanzadas es 
otro factor aparente que impulsa su cada vez mayor confianza en personal no militar. Los cono-
cimientos técnicos para muchos de los sistemas refinados de Estados Unidos ya existían en el 
sector civil que los desarrollaba.9 Así pues, parecía tener sentido colocar a contratistas—ya adies-
trados y con conocimientos del sistema—en posiciones que apoyaran y mantuvieran estos equi-
pos de alta tecnología. Al hacer eso, se eliminó la necesidad de adiestrar a miembros militares 
para operar o apoyar sistemas, liberándolos de las obligaciones relacionadas con el combate. 
También se reubicó al personal militar y se desplegó con menor frecuencia, dando mayor conti-
nuidad y memoria institucional para el apoyo de estos sistemas.10 Como consecuencia, se consi-
deró que el personal no militar es una forma de lograr mayores eficiencias de operación a un 
costo reducido.

Desde principios de los años 90, los individuos no militares se han hecho cada vez más vitales 
para llevar a cabo misiones de las fuerzas armadas. En ciertas áreas, son significativamente más 
numerosos que los miembros de servicio con uniforme y están realizando una variedad más am-
plia de actividades que antes. El uso de este personal no militar para llevar a cabo ciertas funcio-
nes redujo el número de tropas militares y por lo tanto la cantidad de derechos de los miembros 
del servicio, haciendo que el empleo de individuos no militares sea cada vez más atractivo. Ade-
más, las funciones realizadas por los empleados con contrato pueden comprarse según sea nece-
sario. Esto permite a los militares comprar conocimientos expertos sin tener que mantener la 
destreza a largo plazo. El uso de personal no militar también proporciona al Departamento de 
Defensa la flexibilidad para determinar la composición más efectiva y eficiente de las fuerzas 
armadas. A pesar de todas las ventajas de usar personal no militar, también hay riesgos. Muchos 
de estos individuos no pueden distinguirse de los combatientes ni en aspecto ni en función—
creando incertidumbre en lo que se refiere a su condición de civiles.

En 1995, el Mayor Brian Brady, auditor de guerra del Ejército de EE.UU., identificó el hecho 
de que pocos comandantes y contratistas desplegados entendían la condición del personal no 
militar en el campo.11 Aunque algunos analistas militares llegaron a la conclusión de que en una 
zona de combate estos individuos se habían convertido en “blancos legítimos”,12 la confusión si-
guió siendo “acerca de su condición según las Leyes de la Guerra”.13

El debate sobre la condición de los “acompañantes de las fuerzas armadas” continuó en 2001, 
cuando la Mayor Lisa Turner y la Mayor Lynn Norton, dos auditores de guerra de la Fuerza Aérea 
identificaron los retos asociados con tener personal no militar en el campo de batalla. Identifica-
ron tres categorías de personas no militares: civiles del Departamento de Defensa, contratistas y 
civiles no afiliados—todos tienen “diversas condiciones y responsabilidades según las leyes inter-
nacionales y nacionales, y según los reglamentos del Departamento de Defensa y de servicio”.14

El desarrollo resultante de la doctrina de servicio nacional reflejaba la confusión y la incerti-
dumbre sobre la condición de las personas no militares “acompañantes de las fuerzas armadas”. 
El folleto del Ejército 715-16, Guía de despliegue de contratistas, indicaba que los acompañantes de 
las fuerzas armadas15 “solamente pueden utilizarse para realizar actividades de apoyo de combate 
y apoyo de servicio de combate (CSS) seleccionadas”.16 La Publicación Conjunta (JP) 4-0, Logís-
tica conjunta, añadió que “en todos los casos, los empleados del contratista no pueden realizar 
legalmente funciones militares y no deben trabajar en situaciones con operaciones de combate 
militares donde puedan considerarse como combatientes”.17

El uso de personal no militar para realizar “actividades de apoyo de combate y apoyo de 
servicio de combate seleccionadas” carece de parámetros definidos y no se ha visto limitado a 
actividades de apoyo “tradicionales”. Aunque la JP 4-0 limitaba inicialmente las funciones de 
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los contratistas a tres campos de apoyo—apoyo de sistemas, apoyo externo en el teatro de ope-
raciones y apoyo en el teatro de operaciones—el alcance de las obligaciones del contrato ha 
seguido creciendo. Los contratos de apoyo de sistemas diseñados para usar en personal no 
militar a fin de reparar y sostener sistemas existentes se han ampliado para incluir la operación 
de sistemas. Durante el combate, los sistemas de armas como los vehículos aéreos no tripula-
dos (UAV) son operados cada vez más por personal no militar.19 Además, los contratos de 
apoyo en el teatro de operaciones que normalmente proporcionaban mercancías, servicios y 
construcción menor20 incluyen ahora detalles de seguridad, protección de instalaciones e inte-
rrogatorios de prisioneros.21

Las definiciones variables de apoyo resultaron en distintas conclusiones por parte de los ser-
vicios armados acerca de la condición de individuos no militares que ejecutan estas funciones en 
el campo de batalla. La Fuerza Aérea, por ejemplo, llegó a la conclusión de que los individuos 
que realizan “obligaciones que apoyan directamente las operaciones militares” eran combatien-
tes “sujetos a ataques directos intencionados”.22 No obstante, la Armada decía que estos indivi-
duos no eran combatientes y “no estaban sujetos al ataque directo aunque asumieran el riesgo 
de [convertirse en] daños colaterales debido a su proximidad a blancos militares válidos”.23

Aunque se han hecho intentos de aclarar y dar uniformidad, la doctrina y la guía siguen sin 
estar claras. Hoy en día, los contratistas, a los que antes se les había restringido el uso de la fuerza 
a situaciones en defensa propia, pueden hacer ahora uso de la fuerza para realizar funciones de 
seguridad y proteger haberes y personas.24 Teniendo en cuenta esta mayor autoridad, no está 
claro cómo la ley federal puede justificar su condición de civiles.25

Considere lo siguiente: (1) Al participar en hostilidades, los individuos que no estén en las 
fuerzas armadas pierden la condición de civiles. (2) En la medida en que esto es cierto, ¿por qué 
contrataría el Departamento de Defensa servicios que hace que los miembros del personal se 
conviertan en “combatientes ilegales”? (3) Además, con grandes números de personal no militar 
en los frentes que llevan uniformes militares,26 ¿cómo pueden protegerse de los ataques?

Las prácticas actuales, como máximo, crean un riesgo real de que el personal no militar sea 
un blanco intencionado y, lo que es peor, si son capturados, pueden ser juzgados por el enemigo 
por acciones hostiles.27 Desde ahora, los líderes y políticos del Departamento de Defensa deben 
eliminar el uso del término “civil” excepto según se define en la ley internacional. Además, los 
secretarios de servicio deben tomar las medidas necesarias para distinguir claramente al perso-
nal que se pueda considerar como civil de los individuos que no. Por último, los políticos deben 
considerar la incorporación de los individuos no militares que realicen actividades distintas de la 
logística y del suministro del campo de batalla a las fuerzas armadas. Al convertir estos miembros 
individuales en integrantes de las fuerzas armadas es necesario eliminar el riesgo de que puedan 
considerarse combatientes ilegales.

Definiciones: ¿Quién es realmente quién?

1. � Combatientes: miembros de las fuerzas armadas; conjunto exclusivo de individuos autori-
zados a participar en hostilidades.28 Ejemplos: soldado de infantería, marinero de subma-
rino y piloto de F-15.

2. � No combatientes: subconjunto de las fuerzas armadas a los que su nación estado, no la ley 
internacional, les prohíbe participar en hostilidades.29 Los no combatientes y los civiles 
son mutuamente exclusivos. Como miembros de las fuerzas armadas, este grupo no recibe 
mayores protecciones según la ley que los combatientes.30 Ejemplos: capellanes militares.31

3. � Civiles: personas que no son miembros de las fuerzas armadas.32 Estos individuos incluyen 
a la población indígena, personas no afiliadas y personas que acompañan a las fuerzas 
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armadas.33 Este grupo tiene derecho a la condición de civiles porque no se les permite 
“participar de forma directa en las hostilidades”. Ejemplos: la familia Cleaver, Doctores sin 
Fronteras y la Cruz Roja.

A. � Personas no afiliadas: subcategoría de civiles. Entre las personas no afiliadas a unas 
fuerzas armadas se incluyen los medios de comunicación, las organizaciones no guber-
namentales, las organizaciones voluntarias privadas, las organizaciones interguberna-
mentales, los refugiados, las personas sin estado y las personas desplazadas internamen-
te.34 Ejemplos: la población de Afganistán y Doctores sin Fronteras.

B. � Acompañantes de las fuerzas armadas: subcategoría de civiles. Este grupo incluye indi-
viduos que acompañan a las fuerzas armadas pero no son miembros de ella.35 Ejemplos: 
Blackwater Worldwide Security.

4. � Combatientes ilegales: Individuos que participan en combate sin la autoridad de su estado 
nación.

Según se indica en la Figura 23-1, los individuos en el campo de batalla se clasifican en general 
como “integrantes de las fuerzas armadas” o “no integrantes de las fuerzas armadas”. En cada una 
de estas dos amplias categorías, hay dos subcategorías. Para los individuos en las fuerzas armadas, 
las dos subcategorías son combatientes y no combatientes. Para los que no estén en las fuerzas 
armadas, las subcategorías son individuos no afiliados y acompañantes de las fuerzas armadas.

Las funciones y condiciones de ambas subcategorías de “integrantes de las fuerzas armadas” 
se entienden bastante bien. “Combatientes” son las personas autorizadas a participar en hostili-
dades contra el enemigo. Están obligadas a llevar a cabo sus luchas según los principios de la ley 
internacional y a distinguirse de los civiles. Pueden ser blanco directo del enemigo, tienen dere-
cho a condición de prisionero de guerra de ser capturados, y son inmunes a que les juzguen por 
acciones que cumplan con la Ley de la Guerra.

Los “no combatientes” son personal no combatiente de una fuerza armada.36 Estos individuos 
no están autorizados a participar en hostilidades debido a que su nación estado les ha prohibido 
combatir. No obstante, como son miembros de las fuerzas armadas, según la ley internacional 
representan a un blanco legítimo para el ataque del enemigo.

Las categorías de individuos que “no están en las fuerzas amadas” son más problemáticas. 
Dentro de esta categoría, las personas no afiliadas son las que están definidas con más claridad. 
Estos individuos no están relacionados con ninguna de las partes en conflicto ni están autoriza-
dos a participar en combate. Los individuos no afiliados tienen derecho a la condición de civiles 
y por lo tanto tienen derecho a ser respetados y protegidos en todo momento. Durante las hos-
tilidades, el estado y las funciones de este grupo de individuos presentan pocas preocupaciones 
legales y generalmente se entienden bien.

De esos individuos que no están en las fuerzas armadas, la categoría de “acompañantes de las 
fuerzas armadas” es más compleja, creando mucha confusión en lo referente a las condiciones y 
funciones legales apropiadas. Dentro de esta subcategoría de personas que no están en las fuer-
zas armadas, hay cuatro grupos de individuos. El primer grupo consiste en acompañantes de las 
fuerzas armadas pero que forma parte distinta de ellas—es la definición tradicional de “acompa-
ñantes de las fuerzas armadas”.

Estos individuos no llevan uniforme militar, realizan funciones de apoyo —no de combate—, 
y por lo tanto son considerados civiles según la ley internacional. Algunos ejemplos de individuos 
de este grupo son contratistas que proporcionan instalaciones de alojamiento, suministran ali-
mentos u operan el Servicio de Intercambio entre el Ejército y la Fuerza Aérea. Aunque los 
miembros de este grupo corren el riesgo de resultar heridos debido a su proximidad a las opera-
ciones militares, no son un blanco legítimo para el enemigo porque se distinguen de los comba-
tientes tanto en aspecto como función.
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Figura 23-1. Clasificaciones de los individuos en el campo de batalla.

Las subcategorías restantes de “acompañantes de las fuerzas armadas” no tienen derecho a la 
condición de civiles o están en peligro de perderla. Estas subcategorías consisten en individuos 
que no están en las fuerzas armadas pero efectúan un (1) servicio no combatiente, en uniforme 
militar; (2) funciones de combate, sin uniforme militar; o (3) funciones de combate, con uni-
forme militar.

Entre estas subcategorías de personal no militar, el primer grupo en riesgo consta de aquellas 
personas que, aunque no realicen tareas de combate, llevan un uniforme militar. Las personas 
de esta categoría corren el riesgo de perder su condición de civiles porque no se distinguen de 
los combatientes. El segundo grupo está compuesto por individuos que realizan actividades de 
combate pero no llevan uniforme militar. Las personas de esta categoría violan la Ley de la Gue-
rra internacional al participar en combate de forma ilegal. En tercer lugar están los individuos 
que participan en combate y llevan un uniforme militar. Tanto ellos, como los del segundo 
grupo, participan en combate de forma ilegal. Aunque se distinguen de los civiles, violan la Ley 
de la Guerra porque no tienen categoría de combatientes.

Según la ley internacional, solamente los miembros de las fuerzas armadas pueden reunir las 
condiciones necesarias para ser considerados combatientes. Al participar directamente en las 
hostilidades sin ser miembros de las fuerzas armadas, los individuos se convierten en “comba-
tientes ilegales”. Los combatientes ilegales no tienen derecho a ser considerados prisioneros de 
guerra. Además, pueden ser juzgados por una nación que los arreste por cualquier acción hostil 
que hayan llevado a cabo.
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Algunos ejemplos prácticos

Gail Bienintencionada—Funciones que no son de combate, con uniforme militar.37 Según la 
ley internacional, los “acompañantes de las fuerzas armadas” no son miembros de las fuerzas 
armadas.

Estos individuos no pueden considerarse “combatientes”. Apoyan a las fuerzas armadas y nor-
malmente incluyen “unidades laborales”, o son “responsables del bienestar de los soldados”.38—
como Gail. Gail es una especialista en moral, bienestar y recreo del Ejército y una civil del Depar-
tamento de Defensa. Cuando estuvo en Irak, le dieron un uniforme militar, que lleva puesto a 
diario. Viaja por las distintas unidades para dar a los soldados estaciones de juegos, videos y re-
vistas—cualquier cosa que les ayude a pensar que hay alguien que se preocupa por ellos. El 
problema de Gail es que al llevar un uniforme militar39, no se la puede distinguir de las fuerzas 
armadas a las que apoya.

Chris Furtivo—Funciones de combate, sin uniforme militar. Chris es un analista de inteligen-
cia y un empleado con contrato del Departamento de Defensa. En Irak, lleva pantalones vaque-
ros y una camisa de la compañía cuando acompaña a un equipo de reconocimiento del Ejército. 
Desea distinguirse de los militares. Su gerente de contrato le ha indicado que es un civil y que no 
puede participar legalmente en actividades que puedan considerarse de combate. El problema 
de Chris es que no hay nadie que pueda decirle exactamente que es lo que son “actividades que 
puedan considerarse de combate”. Aunque es posible que algunos no consideren que Chris sea 
un combatiente, ciertos expertos en leyes internacionales, según una decisión reciente del Tri-
bunal Supremo de Israel, definen la reunión de inteligencia contra un ejército enemigo como 
participación directa en combate.40

Soldado Jill—Funciones de combate, con uniforme militar. Según se ha tratado, Jill Thomas, 
la heroína de nuestra historia inicial, es una agente de AFOSI y empleada civil del Departamento 
de Defensa. Lleva puesto un uniforme militar y realiza actividades de combate. Su trabajo re-
quiere a menudo el uso de la fuerza, una característica clave de un combatiente.41 Además, fue 
contratada para llevar a cabo interrogaciones de prisioneros y actividades de seguridad realiza-
das antes por miembros del servicio uniformados.42 Jill se ha convertido en una sustituto o perso-
nal de aumento de las fuerzas militares. No obstante, no es un miembro de ellas. Así pues, aun-
que se distingue ella misma de los que tienen derecho a la condición civil, está participando en 
hostilidades aparentes sin autoridad. Sus actividades crean el riesgo de que tanto ella como 
Chris, sean considerados “combatientes ilegales”.

Gail y la necesidad de distinguir

La ley internacional requiere a las partes en conflicto que distingan a sus combatientes me-
diante un uniforme o símbolo distintivo que les permita diferenciarse de los civiles. Con el 
tiempo, las naciones estado desarrollaron la práctica de que sus combatientes llevaran un uni-
forme militar.43 Este requisito es consecuencia del deseo de limitar la guerra a actos de violencia 
contra combatientes y blancos militares. Se cree que las fuerzas armadas que no puedan distin-
guir a los combatientes enemigos de los civiles podrían considerar como blancos a todos los 
individuos de un área.

El Artículo 48 del Protocolo Adicional I indica que “para asegurarse el respeto y la protección 
de la población civil y de los objetos civiles, se requiere que las Partes en conflicto distingan en 
todo momento la población civil de los combatientes y entre los objetivos civiles y los militares, y 
de forma correspondiente deben llevar a cabo sus operaciones solamente contra objetivos mili-
tares.”44 Sin embargo, la conducta del Departamento de Defensa durante las operaciones de 
combate actuales, no diferencia de forma adecuada a sus combatientes del personal no militar. 
De hecho, un memorándum de política reciente otorga a los comandantes combatientes geográ-
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ficos la autoridad de llevar uniforme para personal desplegado no militar, socavando el uso del 
uniforme como método de distinción tradicional.

El Departamento de Defensa advierte que, a pesar de que la ley internacional requiere distin-
guir, el hecho de que el personal no militar lleve uniforme no contradice la ley internacional.45 No 
obstante, indicar a individuos, que por otra parte tienen derecho a ser considerados como civi-
les, a llevar puesto un uniforme militar, hace imposible distinguirlos de los combatientes. Esta 
acción por parte del Departamento de Defensa, aumenta así la posibilidad de que los civiles sean 
considerados blancos por el enemigo. Aunque la ley internacional no requiere que los comba-
tientes lleven un “uniforme militar”, esta práctica ha evolucionado con los años de combate 
hasta convertirse en el método fundamental de identificar a combatientes. Aún así, el Departa-
mento de Defensa ha hecho caso omiso de esta tradición46 citando problemas de seguridad. 
Aunque puede ser verdad que el personal no militar en uniforme pueda ser identificado con 
más facilidad a una cierta distancia por parte de las fuerzas amigas, también pueden ser fácil-
mente identificadas de forma equivocada como combatientes por el adversario.

Este uso indebido existente del uniforme lo único que hace es aumentar la confusión en el 
campo de batalla. El Departamento de Defensa ha prescrito algunos métodos de distinguir com-
batientes de civiles, pero no son efectivos. Uno de estos métodos, poner la palabra “civil” en lugar 
del nombre de servicio sobre el bolsillo del uniforme, no es práctico. Las placas de identificación 
están en inglés y a menudo son difíciles, o incluso imposible, de leer, de ver a cierta distancia o 
debajo de equipos protectores. Por último, los uniformes militares, incluso con el nombre claro, 
son en el fondo uniformes de combatiente. Decir que llevar un uniforme en un entorno hostil 
aumenta la seguridad de personal no militar contradice muchos años de tradición.

Chris y Jill y la necesidad de la condición de combatiente 

El término “civil” según lo define el Departamento de Defensa es un ciudadano de EE.UU. o un 
extranjero contratado para trabajar para el Departamento de Defensa.47 El término identifica a 
personas afiliadas con las fuerzas armadas que no son miembros de ellas. No obstante, los indivi-
duos que no estén en las fuerzas armadas no tienen derecho necesariamente a la categoría de 
civil en el campo de batalla. Según la ley internacional, civil es una condición otorgada sola-
mente a aquellas personas que no participen en hostilidades.

En el caso de Chris y Jill, ambas han participado directamente en hostilidades. En consecuen-
cia, ninguna de ellas podría considerarse civil. Además, como no son miembros de las fuerzas 
armadas—es decir, no son combatientes—la ley internacional no reconocería su autoridad para 
participar en hostilidades. Sin una autoridad apropiada, ambas podrían considerarse criminales 
enfrentándose a un posible juicio por sus acciones según la ley del estado que las detenga. Si al-
guna de ellas matara a un combatiente enemigo, podría ser acusada de asesinato. Además, como 
ninguna de ellas tenía derecho a la condición de prisionero de guerra,48 no podría esperarse su 
repatriación después de cesar las hostilidades.

Participación directa en hostilidades

La complicada estructura legal en lo que se refiere a la “participación directa en hostilidades” 
crea ambigüedad sobre los tipos de actividades que puede ser llevadas a cabo por personal no 
militar. Auque la ley internacional no prohíbe al personal no militar participar en combate, pue-
den perder la categoría de civil y no están protegidos como combatientes autorizados. Algunos 
expertos definen el combate como “matar o capturar prisioneros, destruir equipos militares o 
reunir información en el área de operaciones”.49 Otros reclaman una definición ampliada ba-
sada en la naturaleza variable de la guerra que incluya a personas que “operen un sistema de 
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armas, supervisen dichas operaciones o efectúen el servicio de dichos equipos”.50 Estas ambigüe-
dades hacen que sea difícil determinar cuándo un individuo esté participando en combate.

Demasiada jerga legal

Los expertos en conflictos armados internacionales como W. Hays Parks y Geoffrey Corn han 
tratado de aclarar las actividades que constituyen “participación directa en hostilidades”. Parks 
hace hincapié en que la participación directa en las hostilidades son solamente acciones que 
“causan daños reales al personal y a los equipos de las fuerzas armadas del enemigo”.51 Por otro 
lado, Corn aboga por una prueba de “discreción funcional.52 Según la prueba de Corn, si la au-
toridad de toma de decisiones de un individuo puede infringir la Ley de la Guerra, dicha activi-
dad debe considerarse como parte directa de las hostilidades.53 El problema con este tipo de es-
bozo es que necesita una evaluación de cada actividad que se lleve a cabo para determinar si 
existe un nivel de discreción apropiado.

La definición de Parks es igualmente problemática. Según esta definición, es difícil determi-
nar lo que constituye un “daño real”. Por ejemplo, no está claro si un analista de inteligencia en 
el área de hostilidades reuniría las condiciones para ser un combatiente. Se podría decir que el 
analista de inteligencia no está causando un daño real a un enemigo porque el analista no está 
matando a nadie. No obstante, según la Corte Suprema de Israel, “la participación directa en 
hostilidades” no requiere el uso de armas.54 Se puede hacer daño sin usar armas. En este caso, 
aunque el analista no dispare una bala al enemigo, está causando daños directos al dar informa-
ción de establecimiento de blancos que puedan ser utilizados por un bombardero B-1 para 
bombardear al enemigo.

Según la prueba de discreción funcional de Corn habría que avaluar las mismas actividades 
del analista según los cuatro principios de la Ley de Guerra—distinción, necesidad, proporcio-
nalidad y minimización del sufrimiento innecesario—para determinar el nivel de discreción que 
posee el analista. Por lo general, para los analistas de inteligencia, el principio de necesidad es 
una consideración esencial. Un analista es el principal individuo responsable de identificar ob-
jetivos militares válidos. El principio de necesidad requiere que un blanco sea un objeto que por 
su naturaleza, finalidad, ubicación o uso contribuya efectivamente a las capacidades de combate 
y mantenimiento de las actividades bélicas del enemigo y cuya destrucción parcial o total resulte 
en una ventaja militar clara para las fuerzas amigas.55 Como la identificación de blancos es una 
operación de combate fundamental, la aplicación indebida del principio de necesidad podría 
infringir la Ley de la Guerra. Así en el análisis de Corn, aunque el analista tal vez no tenga la 
discreción con respecto a otros principios de la Ley de la Guerra, puede seguir siendo conside-
rado un combatiente.

Un problema principal de la prueba de discreción funcional es que la discreción mental es 
difícil de medir y puede cambiar con la experiencia, el rango y el nivel de responsabilidad. Es 
posible, pues, tener personal con el mismo título de servicio pero diferentes estados legales basán-
dose en el nivel de discreción que ejercieron durante un acontecimiento en particular. Por ejem-
plo, un analista subalterno desplegado en el campo, tal vez no tenga la autoridad de designar 
blancos mientras trabaja en el centro de operaciones aéreas. No obstante, cuando avanza con el 
equipo de combate de la brigada, su autoridad de designación de blancos puede cambiar. Tratar 
de averiguar su estado legal dependiendo de discreción diaria o quizás horaria tiene poco valor.

Identificar claramente la condición de las personas en el campo es crítico para asegurar las 
protecciones adecuadas para civiles y los derechos necesarios para combatientes. No obstante, 
ninguna de estas estructuras legales aclara bien las cosas a los comandantes o al personal no 
militar no afectado. El personal en combate necesita guías y procedimientos claros y sencillos 
que reduzcan el potencial de diversas conclusiones legales que puedan tener consecuencias de-
vastadoras.
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Los riesgos

Gail, la especialista bienintencionada mencionada con anterioridad, es una madre. Tiene una 
hija y un hijo. Recuerda cuando se fueron a la universidad—las llamadas a casa y los paquetes 
que envió. Fueron estos recuerdos los que la motivaron a tener compasión, en forma de Sony 
PlayStations® y galletas, por las tropas—sus tropas. Nunca se imaginó que se la considerara com-
batiente. Sin embargo, hoy, está en el punto de mira de Abdulla Sayeed,56 un miembro de 17 
años de al-Qaeda. No sería la primera estadounidense que Abdulla ha matado. Ha estado lu-
chando desde que tenía nueve años. No tiene tiempo para ir a la escuela, pero no necesita leer. 
Conoce el uniforme de los estadounidenses. Apunta y aprieta el gatillo.

Entretanto, en una pequeña habitación de hormigón al otro lado de la ciudad, Jill espera. 
Está sola en la habitación. Ha estado sola durante unas tres horas. La adrenalina de la escara-
muza anterior se ha disipado. Sorprendentemente, no está preocupada. Entiende, que según la 
ley internacional, es una prisionera de guerra y que será tratada de forma humana. Súbitamente, 
fuera de la puerta oye gritar a alguien. Oye las palabras “terrorista” y “criminal”, y un hombre es 
arrojado dentro de la habitación. Es Chris. Ella no la conoce, pero reconoce su cara. ¿Qué que-
rían decir sus captores por “terrorista” y “criminal”? ¿Estaban hablando de Chris? No es terrorista 
ni criminal. Es un muchacho de inteligencia. Lleva vaqueros y lleva solo la 9 mm a la que está 
autorizado para defensa propia.

“DIOS MÍO”, piensa. Quizás estaban hablando de ella. No podía ser. Es verdad que lleva un 
uniforme, pero el Departamento de Defensa no la diría que lo llevara si no fuera apropiado. 
Ciertamente no la usarían para realizar actividades que no fueran legales. No obstante, parece 
una combatiente, y era ella la que llevaba y tenía un rifle de asalto M4. La adrenalina ha vuelto.

¿Y ahora qué?
Según el régimen actual, el personal no militar en el campo de batalla constituye un riesgo 

significativo. Llevan uniformes y equipos protectores que no los distinguen de sus complemen-
tos militares. Además, las actividades que llevan a cabo se han ampliado, reduciendo la distancia 
entre actividades y acciones de apoyo que pueden considerarse “participación directa en hostili-
dades”. Ambos factores ponen en peligro la categoría civil de estos individuos en peligro. Es 
imperativo que los políticos actúen para eliminar este riesgo. A continuación indicamos cuatro 
acciones sencillas pero necesarias para asegurar unas protecciones adecuadas para acompañan-
tes no militares:

1.  Deje de usar el término “civil” excepto según se define en la ley internacional. Los polí-
ticos necesitan dejar de engañarse a sí mismos. No todos los miembros del personal no 
militar son civiles según la ley internacional. El uso del término “civil” para definir a todo 
el personal no militar produce el malentendido de que todos reúnen las condiciones ne-
cesarias para ser considerados como civiles. No es así. Con una política y guía nacionales, 
el Departamento de Defensa debe limitar el uso del término “civil” al personal que reúna 
las condiciones necesarias.

2.  Distinga claramente quiénes no reúnen las condiciones necesarias para ser civiles. Los in-
dividuos que tengan derechos a estar protegidos contra los ataques tienen que parecerlo 
y no parecer un blanco. La indicación dada a las personas no militares para que lleven un 
uniforme militar socava sus protecciones y no es coherente con la práctica tradicional de 
las naciones estado. El enemigo no tiene ni ve fácilmente una placa con la palabra “civil”. 
Según la ley internacional, en ningún caso se requiere que alguien hable o lea inglés. Para 
asegurarse de que los civiles estén protegidos, no pueden seguir llevando un uniforme de 
las fuerzas militares de EE.UU. Si la finalidad es asegurar una identificación rápida, clara 
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y sencilla de civiles por parte tanto de las fuerzas amigas como enemigas, un chaleco de 
seguridad reflectante de color anaranjado sería más efectivo.

3.  Limite las actividades realizadas por personal no militar. Una de las finalidades principales 
de la ley humanitaria internacional es regular la conducta de combate. Los que no partici-
pen en la lucha deben distinguirse bien—no solo en el aspecto, como se indicó arriba, sino 
también en la función—de los que están participando en la lucha. Se debe responder con 
más claridad a la cuestión sobre cuánta participación en el combate resulta en la pérdida 
de la categoría civil. No es fácil entender ni aplicar la participación directa en las hostili-
dades, los daños reales y las pruebas de discreción funcional. No obstante, las funciones 
tradicionales realizadas históricamente por civiles proporcionan una base simple para ca-
racterizar las actividades no combatientes. Entre otros ejemplos de la historia se incluyen 
las actividades de apoyo57 y logística.58

	 Para asegurarse de que el personal no militar tenga derecho a la condición de civil, las 
funciones que realicen deben limitarse a la logística y al abastecimiento. La logística se 
define como “desplazamiento y abastecimiento de ejércitos”,59 mientras que el abasteci-
miento es la acción de “proporcionar”60 artículos como repuestos, alimentos y munición. 
No es apropiado para los civiles suministrar servicios que conlleven el uso de la fuerza61, 
proporcionen inteligencia sobre el campo de batalla u ocasionen daños en las fuerzas o los 
materiales del enemigo. Estas tres actividades se consideran inextricablemente como de 
combate y no pueden ser llevadas a cabo por un individuo que tenga la condición de civil. 
La prohibición al personal no militar de ejecutar estas tres actividades aclara mucho mejor 
la condición de estos individuos sin limitar su capacidad para realizar el tipo de funciones 
de logística y abastecimiento necesarias y previstas según la ley humanitaria internacional.

4.  Integre en las fuerzas armadas al personal no militar que realice funciones que no sean 
de logística o abastecimiento. Si el Departamento de Defensa decide usar personal no 
militar para llevar a cabo actividades fuera del alcance de las tareas de abastecimiento y 
logística tradicionales, entonces debe aceptar que estos individuos ya no tienen derecho a 
la condición de civil. El uso de civiles de esta manera no es coherente con la finalidad de 
la ley internacional y pone en riesgo a los civiles verdaderos en el campo de batalla. Los 
combatientes enemigos, al ser testigos de acciones hostiles por parte de individuos que no 
están en las fuerzas armadas, no pueden identificar inmediatamente qué personas presen-
tan un peligro. En consecuencia, se puede considerar que todos los individuos de un área 
disputada son una amenaza, creando el riesgo de que se dé muerte a tanto a las personas 
relacionadas con los militares como a los que no lo están.

Para impedir el riesgo de un ataque contra civiles, es necesario diseñar legislación para incor-
porar a personas no militares a fin de que realicen funciones que no sean las llevadas a cabo 
históricamente por personal no militar en las fuerzas armadas. Estos individuos deben conside-
rarse como una fuerza militar “auxiliar”, identificarse mediante un uniforme militar y ser capa-
ces de participar en hostilidades.62 Como fuerza de EE.UU. auxiliar, estos individuos tendrán 
derecho a la condición de combatiente y a todas las protecciones pertinentes. Además, la inte-
gración de estos individuos crearía líneas de distinción más claras y reduciría el riesgo de consi-
derar como blancos a civiles legítimos de forma no intencionada.

La Ley de la Marina Mercante de 1936 proporciona una base firme para diseñar la legislación 
necesaria. La ley es un mecanismo para marineros no militares a fin de que se conviertan en una 
fuerza auxiliar durante tiempos de guerra.63 De forma similar, el personal no militar seleccio-
nado podría convertirse en auxiliar de las fuerzas armadas durante despliegues en áreas de 
combate. Dicha afiliación a las fuerzas armadas proporcionaría además un mando y un control 
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claros a los comandantes permitiendo además al personal no militar a llevar a cabo toda clase de 
actividades, sin peligro de que les consideren combatientes ilegales.

La legislación para la integración de personal no militar en las fuerzas armadas puede ser 
sencilla y no tiene que darles necesariamente el derecho a las prestaciones de los miembros de 
las fuerzas armadas de tiempo completo. No obstante, este asunto requiere una consideración 
adicional para determinar lo que es apropiado. Actualmente, hay miles de individuos que están 
operando en áreas hostiles sin esperar las prestaciones de los miembros de las fuerzas armadas. 
No obstante, como hay entidades estrechamente afiliadas como los Pilotos de Servicio de la 
Fuerza Aérea de Mujeres y algunos Marinos Mercantes que han recibido ciertos derechos,64 es 
justificable efectuar una investigación adicional en esta área.

Conclusión
Las políticas y generalidades actuales dejan a los acompañantes de las fuerzas armadas en 

condiciones inciertas y peligrosas. En el campo de batalla, corren riesgos todos los días. El riesgo 
de que cualquier individuo que apoye a los militares sea atacado o juzgado indebidamente por 
actividades de combate ilegales es un riesgo que el liderazgo de EE.UU. no debe seguir co-
rriendo.

Actualmente existen varios niveles de política y guía nacionales que no están claros o que son 
contradictorios, muchos de los cuales son confusos incluso para los expertos legales. No obs-
tante, como es muy probable que se siga usando personal no militar durante el combate, los 
políticos deben actuar para protegerlos. Las recomendaciones descritas en este artículo son sen-
cillas, pero al mismo tiempo proporcionan unos parámetros claros que protegerán de forma más 
efectiva a los presentes en el campo de batalla. q
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